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Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 36
           Septiembre 3 de 2014


la corte encontró la existencia de cosa juzgada constitucional en relación con varios de los cargos propuestos contra apartes de los artículos 223 y 225 del código penal, sobre los delitos de injuria y calumnia. de otra parte, la corte consideró que no vulnera la dignidad humana ni constituye exceso ni detrimento en la función que la constitución atribuye a la fiscalía la penalización atenuada de la injuria o la calumnia privadas ni la total exención de pena en los casos de retractación y/o rectificación. 

	     VI.  EXPEDIENTE D-10.105     -    SENTENCIA C-635/14 
           M.  P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo



1.
Norma acusada
LEY 599 DE 2000
(julio 24)

Por la cual se expide el Código Penal
ARTICULO 223. CIRCUNSTANCIAS ESPECIALES DE GRADUACION DE LA PENA. Cuando alguna de las conductas previstas en este título se cometiere utilizando cualquier medio de comunicación social u otro de divulgación colectiva o en reunión pública, las penas respectivas se aumentarán de una sexta parte a la mitad.

Si se cometiere por medio de escrito dirigido exclusivamente al ofendido o en su sola presencia, la pena imponible se reducirá hasta en la mitad.

ARTICULO 225. RETRACTACION. No habrá lugar a responsabilidad si el autor o partícipe de cualquiera de las conductas previstas en este título, se retractare voluntariamente antes de proferirse sentencia de primera o única instancia, siempre que la publicación de la retractación se haga a costa del responsable, se cumpla en el mismo medio y con las mismas características en que se difundió la imputación o en el que señale el funcionario judicial, en los demás casos.

No se podrá iniciar acción penal, si la retractación o rectificación se hace pública antes de que el ofendido formule la respectiva denuncia.

2.
Decisión 

Primero.- En lo relacionado con los cargos contra el inciso 2° del artículo 223 de la Ley 599 de 2000, por infracción al principio de legalidad en sus manifestaciones del principio de lesividad y el principio de prohibición del exceso, ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-442 de 2011.

Segundo.- En lo relacionado con los cargos contra el artículo 225 de la Ley 599 de 2000, por violación del derecho a la honra, negación del derecho de acceso a la administración de justicia y el desconocimiento del restablecimiento de los derechos del ofendido, ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-489 de 2002. 

Tercero.- Declarar EXEQUIBLES, únicamente por los cargos analizados, los artículos 223 inciso 2° y 225 de la Ley 599 de 2000, de conformidad con la parte motiva de esta providencia.
3.
Síntesis de los fundamentos

En este proceso, le correspondió a la Corte pronunciarse sobre dos distintas cuestiones relativas a los delitos de injuria y calumnia. La primera de ellas, si la penalización de estas conductas en los casos en que la acción se realice mediante escrito dirigido exclusivamente al afectado o en su sola presencia, es contraria a la Constitución por sancionar comportamientos que en realidad no causan daño. La segunda, si la total exclusión de responsabilidad penal siempre que hubiere retractación o rectificación por parte del autor deja desprotegido el derecho a la honra de la persona ofendida, e impide indebidamente el acceso de ésta a la administración de justicia.

Como primera medida, la Corte constató la existencia de cosa juzgada constitucional en relación con la mayoría de los aspectos planteados por los actores. Así, en lo concerniente al inciso 2° del artículo 223 del Código Penal, encontró que la sentencia C-442 de 2011 estudió los temas relativos a si la existencia de estos tipos penales, incluso en el caso en que la ofensa solo es conocida por el ofendido, resulta lesiva del principio de legalidad y del principio de lesividad del acto, o si por el contrario aparece justificada, en cuanto constituye un mecanismo idóneo de protección de la honra y el buen nombre de las personas ofendidas. De igual manera, determinó que la sentencia C-489 de 2002 examinó el contenido del artículo 225 del Código Penal frente a cuestionamientos tales como el posible déficit de protección de esos mismos derechos, que se produciría cuando por la sola decisión del infractor se detiene la actuación de la administración de justicia que por iniciativa del ofendido se hubiere iniciado.

Excluidos esos cuestionamientos, en relación con los cuales la Corte decidió estarse a lo resuelto en los ya referidos pronunciamientos, la Sala concentró su análisis en los aspectos pendientes, esto, es, en el primer caso, si la sanción a la ofensa que solo el afectado ha conocido resulta contraria a la dignidad humana o implica imponer a la Fiscalía la obligación de investigar acciones que no resultan lesivas de bienes jurídicos, y en el segundo, si la falta de sanción en caso de retractación o rectificación es contraria al principio contenido en el artículo 250 superior, que establece como obligación del Estado la de perseguir las conductas que constituyan delito, o a la regla sobre responsabilidad de los particulares por sus actos contrarios a la ley, prevista en el artículo 6° superior.

Al estudiar estos aspectos, la Sala concluyó que los cargos analizados no estaban llamados a prosperar. En el primer caso, la decisión de la Corte resaltó que el cuestionamiento del actor se apoyaba en el supuesto según el cual las ofensas consumadas solamente en presencia del ofendido no causan daño, lo que no resulta exacto, pues por el contrario, es posible que la integridad moral del agraviado se vea afectada, aún en esas circunstancias, lo que justifica la sanción penal del autor de la agresión. 

En relación con la exclusión de sanción penal en los casos de retractación o rectificación, la Corte consideró que ese hecho no implica desprotección a los derechos de la persona ofendida, ni infracción a lo previsto en los artículos 250 y 6° de la Constitución, dado que la acción penal no es el único mecanismo que el ordenamiento jurídico ha previsto en su favor, pues existe por ejemplo la acción civil de reparación, que no resulta extinguida por la retractación de los autores de la injuria o la calumnia.

4.    Salvamentos y aclaraciones de voto

Los Magistrados María Victoria Calle Correa, Jorge Iván Palacio Palacio y Luis Ernesto Vargas Silva formularon salvamento parcial de voto, en relación con las decisiones adoptadas respecto al inciso 2º del artículo 223 del Código Penal. 
En primer lugar, los Magistrados disidentes estimaron que las acusaciones planteadas en esta oportunidad contra esa norma diferían de las que fueron resueltas por la Corte en la sentencia C-442 de 2011, por lo cual no había razón para afirmar la existencia de cosa juzgada relativa respecto de algunos de los cargos planteados, ni para decidir estarse a lo resuelto en dicho pronunciamiento. 

Explicaron que, si bien en aquella ocasión los cargos también versaban sobre la infracción de los principios de legalidad y proporcionalidad, la controversia se refería a si el grado de indeterminación en el que están expresados los tipos penales básicos de injuria y calumnia y, por extensión, los tipos subordinados (entre ellos las formas agravadas y atenuadas previstas en los incisos 1º y 2º del artículo 223 del CP), vulneraban la exigencia de tipicidad contenida dentro del principio de legalidad penal y, con ello, generaban una afectación desproporcionada de la libertad de expresión. 
Entre tanto, la acusación planteada en esta oportunidad contra el inciso 2º del artículo 223 CP, censura que se penalicen las injurias y calumnias cometidas en privado, por considerar que en estos eventos no se configura una lesión de la honra y, por tanto, no hay un daño que amerite el empleo del derecho penal. Se alude entonces a un contenido distinto del principio de legalidad, cual es la necesaria lesividad de la conducta calificada como delito, sin que se controvierta, como en el primer caso, la indeterminación del lenguaje empleado por el legislador para tipificar la injuria y la calumnia, sino tan sólo su extensión al ámbito de las ofensas proferidas en privado y que no alcanzan a ser conocidas por terceros. Y el cargo por violación del principio de proporcionalidad se circunscribe a cuestionar la intervención penal en estos supuestos. 

Adicionalmente, señalaron que en la sentencia C-442 de 2011 la modalidad atenuada de la injuria y calumnia prevista en el inciso 2º del artículo 223 CP no fue en realidad objeto de análisis. El análisis de los cargos se concentró en justificar por qué la manera en que el legislador definió los tipos básicos de injuria y calumnia no vulneraba las exigencias de ley estricta y cierta (por cuanto la indeterminación lingüística podía cerrarse acudiendo al “derecho viviente”), ni el principio de proporcionalidad. Más allá de referirse al daño a la honra causado por las expresiones deshonrosas e infamantes, nada se dijo, de manera específica, sobre si resultaba ajustado a la Carta sancionar penalmente dichas conductas cuando se cometen en privado, esto es, a través de un escrito dirigido sólo al ofendido o en su sola presencia. 
Así las cosas, al no existir en realidad cosa juzgada en relación con el específico debate constitucional que se plantea en esta ocasión, señalaron que la Corte era competente para pronunciarse sobre todos los cargos planteados por los accionantes, y no sólo respecto de los dos que fueron objeto de consideración en la sentencia.

Los Magistrados Calle Correa, Palacio Palacio y Vargas Silva sostuvieron que una de las manifestaciones de la libertad de expresión que, definitivamente, debe estar por fuera del ámbito del derecho penal es la que consiste en proferir injurias o calumnias que sólo se dirigen a la persona ofendida, sin trascender a terceros, por cuanto en estos casos la intervención penal no satisface las exigencias de necesidad y estricta proporcionalidad. Asimismo, señalaron que la penalización de esta conducta vulnera el límite constitucional al poder punitivo que impone el respeto a la dignidad humana. Reiterando lo expresado en la sentencia C-205 de 2003, donde se afirma que “en materia de determinación del tipos penales, el principio de dignidad humana exige dotar al derecho penal de un contenido respetuoso de una imagen del ciudadano como dotado de un conjunto de derechos derivado de su naturaleza humana”, los Magistrados disidentes señalaron que esa imagen del ciudadano como dotado de un conjunto de derechos incluye, de manera prevalente, la libertad de expresión. La norma acusada, al cercenar de manera innecesaria y desproporcionada este derecho, resulta por ello contraria a la dignidad humana. 

Finalmente, la Magistrada Calle Correa reiteró la posición planteada en su salvamento de voto a la sentencia C-442 de 2011, en el que manifestó que los desarrollos jurisprudenciales del principio de estricta legalidad penal obligaban a declarar inexequibles los delitos de injuria y calumnia, así como los demás que se les relacionaban, por ser demasiado imprecisos, al igual que a señalar cuáles ejercicios de la libertad de expresión que interfieran en la honra de otras personas, han de estar definitivamente sustraídos del ámbito de influencia del poder punitivo, por no superar las exigencias de idoneidad, necesidad y estricta proporcionalidad.
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